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Radicación


Accionante: 

Javier Elías Arias Idárraga

Accionado:
      Juzgado Promiscuo del Circuito de la Virginia y otros

Magistrado Ponente:         Jaime Alberto Saraza Naranjo

Temas:                   DEBIDO PROCESO / ACCIÓN DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL/ ASUNTOS POPULARES/ ACCIÓN PREMATURA/  NULIDAD/ IMPROCEDENTE.
En esta ocasión, el señor Arias Idárraga acude a esta especial senda constitucional, en esencia, por la inconformidad que le causan las decisiones contenidas en los autos que el Juzgado accionado profirió, en todas las acciones populares que trajo a colación, el pasado 3 de agosto del presente año.

(…)

De ahí que, presentadas estas acciones de tutela el 10 de agosto siguiente, es decir transcurriendo el tercer día de ejecutoria del citado proveído, los amparos se tornan prematuros y en consecuencia improcedentes, en lo que toca con la pretensión cuyo fin es que se “decrete la nulidad del auto por medio del cual se dice aplicar desistimiento tácito”, porque bien pudo el accionante interponer contra esa decisión el recurso que estimara pertinente, y según lo establece el numeral 1° del artículo 6° del Decreto 2591 de 1991, no es esta vía un mecanismo adicional o alternativo de los instrumentos previstos para defender los intereses de quienes intervienen en un proceso, ni es posible anticiparse a las decisiones que, en el escenario natural, debe adoptar la funcionaria que conoce de las acciones populares, en caso de que se manifieste alguna inconformidad
.



(…)


Y es que solo a partir de la gestión que en tal sentido adelante el demandante y acorde con lo que suceda en torno a ello, es que podría analizarse si existe alguna irregularidad susceptible de remediar por la senda constitucional. Como no ha ocurrido de esa manera, es inviable que esta Corporación asuma o se anticipe a las funciones y decisiones que incumben a tales funcionarios. 
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Acta N° 313 de agosto 24 de 2018
Decide la Sala las acciones de tutela de la referencia, propuestas por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia – Risaralda y el Procurador Delegado para asuntos Civiles, a las que fueron vinculados, Uner Augusto Becerra Largo, Davivienda SA, las Alcaldías de Bogotá DC, Cali y Medellín, la Defensoría del Pueblo y la Procuraduría General de la Nación regionales de Antioquia, Cundinamarca y Valle del Cauca. 
ANTECEDENTES

Javier Elías Arias Idárraga, incoa estas acciones de tutela contra el despacho judicial en cita, por la presunta violación de los derechos que enuncia como “13, 29, 83, entre otros”. 

Narra en sus escritos que actúa en las acciones populares “2018-11, 12, 13, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 22, 36, 37, 38, 39, 45, 46, 47, 48, 49, 50, 51, 52, 53, 54, 55, 56” donde el Juez de manera incorrecta lo llama actor y “cree poder” aplicar desistimiento tácito. 
Como consecuencia de ello, pide en todas las acciones de tutela que se le ordene a la titular del despacho (i) “leer los autos antes de firmarlos” ya que él no es parte sino un tercero; (ii) consignar si el coadyuvante es parte o solo un tercero interviniente que no ostenta condición de parte (iii) probar si el Código General del Proceso derogó la ley 472 de 1998, (iv) probar que la información que se pidió realizar a la comunidad a través de la página web de la rama judicial no es idónea para ella y (v) decretar la nulidad del auto por medio del cual se dice aplicar desistimiento tácito. Al Procurador Judicial en asuntos civiles solicitó ordenarle que pruebe de qué manera actúa en la acción popular y si cumple lo regado en la ley 734 del 2002.
Adicionalmente, solicita copias de esta actuación, probar por qué medio idóneo se informa de esta tutela a los terceros interesados, pide nulidad en caso de no hacerlo y vigilancia administrativa a la funcionaria acusada. 

Se ordenó dar trámite a las acciones de tutela con las citadas vinculaciones y la orden al juzgado encartado para que remitiera las copias procesales que estimara pertinentes para la resolución de la presente, así lo hizo. 
La Alcaldía de Medellín, adujo falta de legitimación en la causa por pasiva y solicitó desestimar las pretensiones del amparo. 
La Procuraduría regional de Cundinamarca, argumentó en torno a la improcedencia de la acción y solicitó su desvinculación. 
La Procuraduría regional de Risaralda, señaló que su intervención se limita a la protección de los derechos colectivos. 

La Alcaldía de Medellín, indicó no estar legitimada en la causa por pasiva y solicitó su desvinculación. 

La Alcaldía de Bogotá, solicitó declarar la improcedencia del amparo, también explicó que carece de legitimación en la causa por pasiva en este asunto. 

La Procuraduría regional de Antioquia, adujo falta de legitimación en la causa por pasiva, expuso que el accionante no elevó ninguna petición contra esa cartera. 
La Procuraduría 2 Judicial II de Bogotá concluyó que esa cartera no es parte en las acciones populares de marras por lo que no se le puede endilgar responsabilidad alguna. 
La Alcaldía de Cali, solicitó negar las peticiones del accionante, también su desvinculación. 

CONSIDERACIONES
Se recuerda que la acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

  



En esta ocasión, el señor Arias Idárraga acude a esta especial senda constitucional, en esencia, por la inconformidad que le causan las decisiones contenidas en los autos que el Juzgado accionado profirió, en todas las acciones populares que trajo a colación, el pasado 3 de agosto del presente año. 




Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en las sentencias SU-222 de 2016, SU573 de 2017 y SU004 de 2018, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental y (vii) violación directa a la constitución. 
 o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional;




En el caso concreto, como se anticipó, el Juzgado accionado, el pasado 3 de agosto, en todas las acciones populares, profirió sendos proveídos por medio de los cuales, se abstuvo de reponer la decisión con la cual se negó a informar a la comunidad sobre las acciones populares a través de la página web de la rama judicial y además requirió a Javier Elías Arias Idárraga para que cumpla con la carga procesal consistente en notificar a la entidad demandada en un término de 30 días, so pena de decretar el desistimiento tácito; ese proveído fue notificado el 6 de agosto siguiente
.




De ahí que, presentadas estas acciones de tutela el 10 de agosto siguiente, es decir transcurriendo el tercer día de ejecutoria del citado proveído, los amparos se tornan prematuros y en consecuencia improcedentes, en lo que toca con la pretensión cuyo fin es que se “decrete la nulidad del auto por medio del cual se dice aplicar desistimiento tácito”, porque bien pudo el accionante interponer contra esa decisión el recurso que estimara pertinente, y según lo establece el numeral 1° del artículo 6° del Decreto 2591 de 1991, no es esta vía un mecanismo adicional o alternativo de los instrumentos previstos para defender los intereses de quienes intervienen en un proceso, ni es posible anticiparse a las decisiones que, en el escenario natural, debe adoptar la funcionaria que conoce de las acciones populares, en caso de que se manifieste alguna inconformidad
.








Luego, las solicitudes de ordenar a la funcionaria, “leer los autos antes de firmarlos”; consignar si el coadyuvante es parte o solo un tercero interviniente, probar si el Código General del Proceso derogó la ley 472 de 1998 y por qué la información que se pidió realizar a la comunidad a través de la página web de la rama judicial no es idónea para la funcionaria, son igualmente improcedentes, en la medida en que ninguno de tales requerimientos ha sido elevado ante el juez de la causa para que pueda pronunciarse sobre ellos, es decir, que no se ha controvertido dentro del proceso lo que ahora quiere que se disipe por la vía constitucional. 

 



A ello se suma que la acción de tutela se erige como un trámite preferente y sumario, cuyo fin es la protección inmediata de derechos fundamentales, así que no está diseñada para absolver inquietudes académicas o jurídicas y mucho menos está destinada a impartir órdenes irrespetuosas a los funcionarios judiciales, como pretende el actor.  
Por esa misma senda caen las pretensiones dirigidas contra el Ministerio Público, por cuanto tampoco gravita prueba alguna de que el accionante se hubiese dirigido a esa autoridad en orden a obtener una respuesta de lo que aquí reclama.
Y es que solo a partir de la gestión que en tal sentido adelante el demandante y acorde con lo que suceda en torno a ello, es que podría analizarse si existe alguna irregularidad susceptible de remediar por la senda constitucional. Como no ha ocurrido de esa manera, es inviable que esta Corporación asuma o se anticipe a las funciones y decisiones que incumben a tales funcionarios. 

La misma suerte corre la pretensión de que se ordene vigilancia judicial y administrativa al Jugado encartado, por cuanto está en cabeza del actor la facultad de iniciar, ante las autoridades respectivas, las acciones que estime pertinentes. 




Sobra decir, que ningún perjuicio irremediable se ha invocado, y menos se ha demostrado, que permita la intrusión de la Sala en aquella actuación; ni una situación que lleve a flexibilizar tal exigencia.
Por tanto, se declararán improcedentes los amparos y se absolverá a los demás citados al asunto, por no hallar de su parte trasgresión alguna de los derechos del demandante.





Por otra parte, para resolver la solicitud elevada por el accionante, visible a folio 41, se le remite a las constancias de notificación que reposan en el cartulario, que dan cuenta de la citación a todos los interesados en este asunto, que son todos los intervinientes en las acciones populares de marras, que se adelantan en el Juzgado accionado; por ello y toda vez que se evidencia que han sido citados todos en debida forma, se rechazará la nulidad invocada.  





Finalmente las copias solicitadas se expedirán, pero a costa del accionante, por cuanto su destino no está dirigido a facilitarle el ejercicio del derecho de acceso a la justicia en esta específica acción constitucional, sino para otros menesteres. Para ese fin, deberá pagarse el arancel  de que trata el Acuerdo PSAA14-10280 del Consejo Superior de la Judicatura. Esta decisión sigue la línea trazada por la Corte Suprema de Suprema de Justicia recientemente
, que se comparte.  

DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, DECLARA IMPROCEDENTES los amparos impetrados por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia - Risaralda y el Procurador Delegado para asuntos Civiles.








Se absuelve a los demás intervinientes.
Se rechaza la nulidad invocada. 

Se dispone la expedición de las copias reclamadas, físicas o escaneadas, a costa del accionante.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión. A su regreso, archívese el expediente. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
                          DUBERNEY GRISALES HERRERA   


   
� Corte Constitucional, sentencia T-103 de 2014; T-001-2017 


� Sentencia C-543-92


� Los archivos digitales reposan en los discos compactos visibles al reverso del folio 95 de este cuaderno. 


� Corte Constitucional, sentencia T-103 de 2014; T-001-2017 


� CSJ, Rad. 66001-22-13-000-2018-00189-01,  Auto del 12 de julio de 2018, M.P Octavio Augusto Tejeiro Duque. 
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